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JURISPRUDENCIA RELATIVA 
A LA PRESCRIPCIÓN LIBERATORIA 
EN EL DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO* 
Ramón PANIAGUA REDONDO 
Aun cuando hasta el momento presente no se ha elaborado una 
teoría general sobre las obligaciones internacionales, hemos considerado 
pertinente, a efectos del presente trabajo, clasificarlas teniendo en 
cuenta su origen público o privado. 
No es que el principio de la prescripción liberatoria sea diferente 
según se trate de un tipo de obligación u otra, al contrario, es el 
mismo, lo que sucede es que desde el punto de vista organicista del 
principio y de su aplicación existe base suficiente para proceder a tal 
distinción. Entre otras razones porque el campo de investigación del 
arbitro o juez que conozca del supuesto litigioso es distinto según se 
trate de unas u otras; el juego de las presunciones es diferente; el 
valor atribuible al transcurso del tiempo no es idéntico. Así, en las 
de origen público no cabe duda que están sometidas en menor grado a 
la influencia del transcurso del tiempo que las de origen privado; en 
las de origen público no incide la regla que afecta a las de origen 
privado, según la cual si la obligación ha prescrito conforme a la ley 
interna competente hace inadmisible la reclamación internacional. Por 
tanto, las reglas técnicas de aplicación del principio de la prescripción 
liberatoria difieren según el tipo de la obligación de que se trate. 
* No ha sido nuestra intención, al redactar este trabajo, el llevar a cabo un 
estudio exhaustivo y pormenorizado de cada uno de los asuntos en los que se ha 
planteado, de una forma u otra, el problema de la existencia y de la aplicación 
del principio de la prescripción liberatoria respecto de las obligaciones interna-
cionales, sino sólo el de hacer hincapié en alguno de ellos, considerados, particular-
mente, como los más sobresalientes e importantes en la materia a tratar. 
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A) OBLIGACIONES DE ORIGEN PÚBLICO. 
Asunto de los Fondos Piadosos de California. 
Supuesto de hecho: 
Los fondos fueron creados en los siglos XVII y XVIII con la fina-
lidad de favorecer la labor que los misioneros jesuitas llevaban a cabo 
en California. Dichos fondos fueron confiscados en 1842 por el gobierno 
mejicano, quien se comprometió a entregar a las misiones un interés 
anual del 6 %. Estalló la guerra entre Estados Unidos y Méjico, y por 
el tratado de paz de 1848, los Estados Unidos se adjudicaron la Alta 
California, correspondiendo a Méjico la Baja California, cesando Méjico 
a partir de ese año el pago de los intereses. Por medio de un segundo 
tratado, pactado en 1868, los Estados Unidos y Méjico constituyeron 
un tribunal internacional, al que le otorgaron competencia para conocer 
y juzgar de todos los litigios que surgieran entre ambas partes. Ante 
este tribunal, el arzobispo de San Francisco reclamó en favor de la 
Iglesia Católica los intereses vencidos del capital de los fondos piado-
sos desde la fecha del tratado de paz, es decir los intereses correspon-
dientes a 21 años, no siendo resuelto favorablemente en su totalidad 
para la parte reclamante. Es en 1891 cuando interviene el gobierno de 
Estados Unidos y reclama formalmente ante el gobierno mejicano, pero 
sin resultado positivo. A continuación, ambas partes se ponen de acuer-
do para llevar el litigio objeto de la reclamación ante un tribunal de 
arbitraje. Ante dicho tribunal, Méjico sostuvo que la reclamación se 
había extinguido por el juego de la prescripción, puesto que no se 
había ejercitado la acción de cobro en un plazo de 20 años, que era 
el período de tiempo fijado por las leyes internas mejicanas. Estados 
Unidos alegaba que su reclamación no podía ser desechada por reglas 
internas mejicanas relativas a la prescripción liberatoria, puesto que no 
podían ser tenidas en cuenta ante instancias internacionales, dado que 
era un litigio interestatal 
El 14 de octubre de 1902 el tribunal arbitral se pronunció en el 
sentido siguiente: 
«Les regles de la prescription étant exclusivement du domaine 
du droit civil, elles ne sauraient étre apliquées au present 
conflit entre les deux Etats en litige» 2. 
Comentario: claramente el fundamento de tal decisión descansa en el 
hecho de que las leyes internas meicanas relativas a la prescripción 
liberatoria no podían ser aplicadas ante una reclamación internacional, 
1. GÓMEZ ROBLEDO, A . , Méjico y el arbitraje internacional. Méjico, 1 9 6 5 
págs. 3 -96; 2 9 7 - 3 3 3 . 
2 . En R.I.A., vol. 9 , pág. 1 1 . 
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puesto que el ordenamiento jurídico aplicable habría de ser el Derecho 
Internacional Público. 
Quizás sea ésta la sentencia que con mayor énfasis ha sido utilizada 
por un cierto sector de la doctrina con la evidente finalidad de negar 
la existencia de la institución de la prescripción liberatoria en el ámbito 
del D.I. Público, puesto que según este sector de la doctrina no sólo 
niega la aplicación de la prescripción liberatoria sino también su exis-
tencia 3. 
Hemos de decir al respecto que dicha interpretación de la sentencia 
es errónea, en la medida en que no niega la existencia de la prescripción 
liberatoria, sino que lo que realmente sostiene y muy acertadamente, 
creemos, es que los plazos prescriptivos que fijan los diversos ordena-
mientos jurídicos internos no pueden ser objeto de aplicación cuando 
se trata de un litigio ya internacional, a efectos de que la prescripción 
liberatoria pueda producir sus efectos en el D.I. Público. De esta inter-
pretación a la de aquéllos media un abismo. 
Peca, además, la sentencia de falta de claridad, puesto que se puede 
interpretar en el sentido de que se refiere exclusivamente a las reglas 
prescriptivas internas mejicanas, y del hecho de que esas reglas no 
fuesen aplicables a este litigio no hay por qué necesariamente que excluir 
el principio de la prescripción liberatoria en el D . I . Público 4. 
Ha de tenerse presente que Méjico ante el tribunal no alega la 
prescripción liberatoria internacional, sino que argumenta en su defensa 
su plazo interno prescriptivo. Así pues, la sentencia se puede interpre-
tar en el sentido de que lo que rechaza es la aplicación de la prescripción 
liberatoria mejicana, pero no la internacional. 
En la sentencia se puede plantear el problema de los plazos de 
tiempo de la prescripción liberatoria en el D . I . Público 5. Situados 
en este estadio le es indiferente al ordenamiento jurídico internacional, 
que es el llamado a regular esta institución, que la naturaleza de la 
obligación sea pública o privada, ya que la reclamación es internacional, 
y, por tanto, el tratamiento de la reclamación es idéntico; si bien debido 
al origen de la reclamación no se aplique de una manera uniforme la 
prescripción liberatoria. En efecto, ante una instancia internacional, el 
Estado objeto de la reclamación no puede alegar en su defensa, para 
que no se aplique la prescripción liberatoria, el hecho de que el Estado 
reclamante no haya reclamado dentro de los plazos de tiempo que están 
señalados en el ordenamiento jurídico interno del Estado objeto de la 
reclamación, puesto que no van a ser éstas las reglas que se van a 
aplicar, en la medida de que no es el ordenamiento jurídico competente 
3 . LAUTERPACHT, H . , Private law Sources and Analogies of International 
law. London, 1 9 2 7 , pág. 1 8 1 . 
4 . SORENSEN, M. , «La. prescription en Droit International». En Acta Scandinavica 
Juris Gentium, 1 9 3 2 , 3.°, pág. 169 . 
5. Vid. mi artículo «La prescripción liberatoria en materia de obligaciones inter-
nacionales en el D. I. Público». En Anuario de D. I. Universidad de Navarra, 
vol. I l l , págs. 2 4 3 - 2 4 6 . 
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6. ROUSSEAU, Ch., «L'affaire franco-hellénique des phares et la sentence du 
24 juillet 1956». En R.G.D.I.P., 1959, especialmente págs. 272-273. 
7. En R.I.A., vol. IV, pág. 214. 
para conocer de un supuesto de prescripción liberatoria en el D. I. 
Público. 
La sentencia, por otra parte, califica erróneamente el origen de la 
deuda, puesto que la considera como pública, cuando en realidad se 
trataba de una deuda de origen privado, por lo que los plazos pres-
criptivos internos mejicanos pudieran haberse aplicado, en principio, al 
supuesto litigioso. 
El criterio anteriormente enunciado, con posterioridad se ha visto 
reafirmado por la jurisprudencia internacional, así en el «affaire franco-
hellénique des phares» se sentenció que: 
«Dans la mesure oü les arguments invoques a ce sujet par 11a-
gence Hellénique viseraient le jeu des délais de prescription 
ou de décheance fixes dans le droit interne hllénique, la de-
fense ne saurait étre retenue non plus», 
puesto que como sostuvo el tribunal: 
«Ces reclamations ne tombent en aucun cas sous le coup de droit 
interne hellénique, mais relevent directement du droit inter-
national*, 
para terminar afirmando 
«II n'y a done pas lieu, de l'avis du Tribunal, de reteñir la 
defense empruntée aux principes nationaux helléniques de la 
prescription liberatoire.» 6 
Otra cuestión es, que como consecuencia de que en el D. I. Público 
no se han fijado plazos prescriptivos, la instancia internacional ante 
la que se presente la reclamación internacional pueda tener en cuenta, 
como criterio orientador, el número de años que fijan las legislaciones 
internas, sin que ello signifique que estrictamente haya de aplicar 
dichos plazos, criterio éste que fue alegado en el asunto Cook: 
«It does not follow that international tribunals must always 
disregard all statutes of limitation prescribing periods within 
which remedies may be enforced.*7 
Debido a la ausencia de plazos fijados en el D. I. Público, la pres-
cripción liberatoria no puede ser aplicada mecánicamente, por lo que las 
instancias internacionales ante las que se presenten supuestos en los 
que se invoque el principio de la prescripción liberatoria, se verán obli-
gadas a examinar en cada caso concreto, las causas o motivos que la 
pueden justificar a efectos de su aplicación y que allí donde las razones 
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de la aplicación cesen, el principio no se aplicará. Tal orientación se 
ve plasmada en la Resolución II votada por el IDI en 1925: 
«A défaut de regle conventionnelle en viguer dans les rapport 
des Etats en litige, fixant le délai de la prescription, sa 
determination est une question d'espéce laissé á la souveraine 
appreciation du iuge international, qui, pour admettre le moyen 
tiré du laps du temps, doit discerner dans les circonstances 
de la cause l'existence de l'une des raisons par lesquelles la 
prescription s'impose.» 8 
De otro lado, en la sentencia se alude directamente a reglas, no al 
principio de la prescripción liberatoria9; distinción que es importante 
efectuar y que puso de manifiesto el superárbitro Ralston al comentar 
el asunto que nos ocupa en los siguientes términos: 
«It will be noted that the declaration of the court had refe-
rence not to the principle of prescription, but to rules with 
wich civil law had surrounded it. A regie, as we are told in 
Bourguignon-Bergerol's Dictionnaire des Synonymes —est essen-
tiellement pratique et, de plus obligatoire, ce principe ex-
prime une verité genérale, d'aprés laquelle on dirige ses 
actions, qui sert de base théorique aux divers actes de la vie, 
et dont Implication á la realité améne telle ou telle conse-
quencer—. The permanent court of arbitration has never denied 
the principle of prescription, a principle well recognized in 
international law, and it is fair to believe it will never do 
so.» 1 0 
Principio que ha sido mantenido por la jurisprudencia arbitral y ju-
dicial interacionales, tal como ponemos de relieve en los asuntos si-
guientes. 
En el asunto Willians: 
«It must be remembered that statutes of limitation are simple 
formal expressions of a great principle of peace wich is at 
the foundation, not only our common law, but of all other sys-
tems of civilized jurisprudence.* 1 1 
En el «affaire» Sarrapoulos: 
«La prescription apparait cependant comme une regle de droit 
positif admise par toutes les legislations; elle n'est que l'ex-
8. En Anuario del I.D.I., 1925, pág. 559. 
9. Vid. mi art. ya citado, págs. 237-239. 
10. En R.I.A., vol. X, pág. 556. 
11. RALSTON, J., The Law and procedure of international tribunals. California, 
1926, pág. 377. 
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pression d'un grand principe de paix qui est á la base de droit 
commun et de tous les systémes de jurisprudence civilisée. La 
prescription, partie integrante et nécessaire de tout systéme de 
droit, mérite en droit international d'etre admise.» 1 2 
Finalmente, en el asunto Ambatielos, el principio de la prescripción 
liberatoria fue claramente admitido por la Comisión arbitral, al consi-
derar que: 
«It is generally admitted that the principle of extinctive pre-
scription applies to the right to brong an action before an in-
ternational tribunal. International tribunals have so held in 
nomerous cases.» 1 3 
Asunto de las Indemnizaciones Rusas. 
Supuesto de hecho: 
Por el tratado de paz de 1879 Turquía se comprometió a pagar una 
indemnización a Rusia por un valor aproximado de 6.000.000 de fran-
cos, con motivo de la guerra que entre ambos países había tenido lugar. 
Una vez satisfecha dicha cantidad, Rusia se negó a saldar la deuda 
considerando que aún le debían ser satisfechos los intereses desde 1879. 
Como quiera que el gobierno otomano no estaba de acuerdo con dicha 
pretensión, decidieron de común acuerdo someter el litigio al Tribunal 
Permanente de Arbitraje, el cual dictó un laudo, fechado el 11 de no-
viembre de 1912, en el sentido de que Rusia no tenía derecho a que 
se le pagaran esos intereses que reclamaba dado que: 
«depuis onze ans et davantage, et jusqu'a une date postérieure 
au payement du reliquat du capital, il n'avait non seulement 
plus été question d'intérets entre les deux gouvernements, mais 
été a maintes reprises fait mention seulements du reliquat du 
capital.» 1 4 
Comentario: 
Si bien la sentencia no habla expresamente de la prescripción libe-
ratoria aplicada a los intereses monetarios, la negativa del tribunal a 
satisfacer la pretensión rusa está motivada por la renuncia que el tri-
bunal ha creído discernir en el hecho de la demora rusa en reclamar de 
que se le pagaran los intereses de las sumas debidas, y, creemos, que 
ello revierte en el fondo de la cuestión, ya que la prescripción libera-
toria en el D. I. Público se basa en el transcurso del tiempo, más el 
juego de las presunciones que acarrea dicho transcurso, en el caso con-
creto la presunción de renuncia. 
12. En T.A.M. greco-búlgaro, 14 de febrero de 1927, vol. VII, pág. 51. 
13. Decisión de la Comisión de Arbitraje en el asunto Ambatielos, pág. 12. 
14. En The Hague courts Reports, págs. 297 y ss.; págs. 532 y ss. 
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Asunto King and Gracia, 
Supuesto de hecho: 
Por un tratado de 1815, suscrito entre Gran Bretaña y Estados 
Unidos, ambos Estados convinieron que: 
«II ne devait pas y avoir de plus hautes taxes á l'exportation 
des mémes articles d'un pays á un autre qu'á l'exportation des 
mémes articles dans tout autre pays.» 1 5 
De 1815 a 1826 Gran Bretaña estuvo cobrando taxas irregularmente 
respecto de los nacionales norteamericanos en violación manifiesta del 
tratado suscrito entre ellos; la anomalía cesó en 1826, y si bien Gran 
Bretaña devolvió el importe de las taxas indebidamente percibidas 
entre los años 1823-1826, se negó a satisfacer las correspondientes a 
los años 1815-1823. En 1853 Norteamérica interpuso una reclamación 
ante la Comisión Mixta de Londres, por el cobro de taxas indebido 
por cuenta del gobierno británico. 
La Comisión declaró: 
«Les stipulations d'un traite passé entre deux Puissances indé-
pendantes ne peuvent pas étre effacées, modifiées ou disminuées 
par le fait de l'une des parties sans l'assentiment de l'autre.» 1 6 
Comentario: 
La sentencia afirma que el régimen de derechos y obligaciones que 
emanan de un tratado internacional no pueden verse afectados, extin-
guirse, por el mero transcurso del tiempo. En definitiva, niega el prin-
cipio de la prescripción liberatoria en el D. I. Público. 
Según el profesor Roch 1 7, el tribunal de Londres, que falló en fa-
vor del gobierno norteamericano, lo hizo correctamente en la medida 
en que la negligencia no parece ser debida al Estado reclamante, puesto 
que dicha parte no se apercibió de la irregularidad cometida por las 
autoridades británicas hasta 1825. A partir del año siguiente, el asunto 
fue objeto de discusiones entre ambos Estados y sólo en 1845 el go-
bierno norteamericano obtuvo una satisfacción parcial. Cuando el go-
bierno británico se niega a cumplir plenamente con sus obligaciones es 
cuando el gobierno norteamericano decide acudir ante la instancia in-
ternacional. 
Ahora bien, creemos que hubiera sido más correcto que la sentencia 
no hubiera negado el principio de la prescripción, sino que sólo se 
hubiera limitado a su no aplicación, basándose en el hecho de que el 
1 5 . MOORE, J. , International Arbitrations, vol. I V , págs. 4 . 1 7 9 - 4 . 1 8 0 . 
16 . En R.A.I., Politis-Lapradelle, vol. II, págs. 2 0 7 - 2 0 8 . 
17 . R O C H , W . , «La prescription s'appique-t-eíle en Droit international public». 
En Revue de droit international, de sciences diplomatiques et politiques (Sottile), 
1 9 4 9 , vol. 2 7 , pág. 2 6 1 . 
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período de tiempo transcurrido sin reclamar no hubiera sido considerado 
como suficiente para destruir el valor de una prueba pública, como es 
un tratado internacional, y, consiguientemente, no se aplicara la pres-
cripción liberatoria al presente litigio, pero dejando a salvo el principio. 
Es lógico que el transcurso del tiempo erosione el valor de una prueba 
pública en una menor medida que si se tratara de una prueba de 
naturaleza privada, sin que ello implique la afirmación de que el prin-
cipio de la prescripción liberatoria no pueda tener cabida ante recla-
maciones internacionales de origen público. Sería ilógico e impensable 
que el incumplimiento de una obligación nacida de un tratado interna-
cional celebrado hace un siglo generara, actualmente y por primera vez, 
una reclamación internacional sin que no estuviera afectada de pres-
cripción liberatoria. Lo que sí se puede afirmar, es que cuando se 
trata de una obligación de carácter público es más difícil que se ponga 
en práctica el principio de la prescripción liberatoria que si se trata de 
una obligación de carácter privado. 
Pensamos, de otro lado, que el mero transcurso del tiempo no es 
causa suficiente por sí mismo para que se aplique la prescripción libera-
toria, sino que para que se ponga en funcionamiento dicho principio, 
es necesario que como consecuencia del transcurso del tiempo sin que 
se interponga una reclamación internacional, surgen, brotan, salen a la 
superficie una serie de presunciones que, a falta de plazos fijos en el 
D. I. Público, se van a constituir como el medio técnico adecuado para 
aplicar la prescripción liberatoria o denegarla. Sirva de lo dicho como 
ejemplo, el asunto Daniel, en el que la Comisión franco-venezolana sos-
tuvo que: 
«The reason upon which all legislations base the right of the 
debtor to invoke prescription as a means of extinghishing an 
obligation is the abandonment in which the creditor has for a 
number of years left the exercice of his right, the legal pre-
sumption of payement arising therefrom.»1 8 
B) OBLIGACIONES DE ORIGEN PRIVADO. 
Asunto Ambatielos: 
Supuesto: Ambatieos, ciudadano griego, compró en 1919 a gobier-
no británico nueve buques en construcción. En 1923, con motivo de 
un litigio ante los tribunales por razón de dicho contrato, Ambatielos 
perdió el caso; apeló a la Cámara de los Lores y la sentencia ganó 
fuerza. En 1925 el asunto fue asumido por el gobierno griego, y poste-
riormente en 1953 fue sometido al T. IJ . algunos aspectos del caso; 
éste falló que Gran Bretaña estaba obligada en virtud de ciertos acuer-
1 8 . Daniel case. RALSTON, J. , Prescription. En A.J.I.L., 1 9 1 0 , vol. I V , pág. 1 4 1 . 
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dos con Grecia a someter la cuestión a arbitraje. Ambos gobiernos 
firmaron el 24 de febrero de 1955, un compromiso, por el que sometían 
el asunto a una Comisión de Arbitraje 1 9. 
Comentario: En este asunto el Reino Unido había alegado la ex-
cepción de la prescripción liberatoria debido a un retraso injustificado 
en la presentación de la reclamación sobre la base del tratado de 1886. 
Por el contrario, el gobierno griego, sostuvo que no hubo tal retraso, 
y que, en todo caso, si lo hubo, fue debido a la negligencia del gobierno 
inglés. 
El 6 de marzo de 1956, la Comisión falló rechazando la excepción 
alegada por Gran Bretaña que había habido retraso en la presentación 
de la reclamación por cuenta del gobierno griego, sobre la base del 
tratado de 1886. 
La Comisión, en una palabra, no encontró justificación alguna para 
aplicar el principio de la prescripción liberatoria al presente litigio, pues-
to que si bien la base de la reclamación había sido cambiada, los hechos 
alegados habían sido los mismos y, en consecuencia, no se podrían 
plantear dificultades en torno a la obtención de pruebas por cuenta del 
Estado reclamado. De otra parte, la Comisión considera que la corres-
pondencia intercambiada desde 1925 habría de ser considerada como 
suficiente para probar que ya desde esta fecha el gobierno griego había 
comenzado a ejercer su protección diplomática en favor del Sr. Amba-
tielos. 
Ahora bien, si la Comisión no aplica la prescripción liberatoria, si 
deja muy claro la existencia del principio de la prescripción liberatoria 
en el marco del D. I. Público, cuando declara: 
«It is generally admitted that the principle of extinctive 
prescription applies to the right to bring an action before an 
international tribunal. Internationals tribunals have so held in 
nomerous cases.» 2 0 
A continuación señala: 
«There is no doubt that there is no rule of international law 
wich lays down a time limit with regard to prescription, ex-
cept in the case of special agréments to that effect...» 2 1 
Mediante esta decisión, podemos afirmar que el principio de la 
prescripción liberatoria ha penetrado en la jurisprudencia internacional, 
aun cuando se trata no de una aplicación positiva del principio, sino 
de una aplicación negativa al no encontrar la Comisión razones sufi-
cientes para aplicar el principio; y en este aspecto la Comisión ha 
seguido la directriz emprendida por el I. D. I. en 1925, en su Reso-
19. CASANOVAS, O., Prácticas de D. I. Público. Madrid, 1978, pág. 87. 
20. Arb. Ambatielos, Award, pág. 12. 
21. Arb. Ambatielos, Award, pág. 12. 
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lución II, en la que se establece la no aplciación mecánica del principio 
de la prescripción liberatoria: 
«A défaut de regle conventionnelle en vigeur dans les rapports 
des Etats en litige, fixant le délai de la prescription, sa de-
termination est une question d'espéce laissée á la souverain 
appreciation du juge international, qui pour admettre le moyen 
tiré du laps de temps, doit discerner dans les circonstances 
de la cause, l'existence de l'une des raisons par lesquelles la 
prescription s'impose.»2 2 
Asunto John H. Williams: 
Supuesto: en 1841 se realizó un contrato entre el ciudadano ameri-
cano Williams y el gobierno venezolano. La entrega de la cosa vendida, 
cristales de lujo con destino al palacio de Caracas, tuvo lugar ese mismo 
año. Con posterioridad, en 1868, el ciudadano norteamericano reclama 
el pago de la venta efectuada. 
El asunto fue llevado ante la Comisión Mixta de Washington de 
1889-90. Ante dicha Comisión, el gobierno venezolano sostuvo que la 
mercancía fue pagada en el momento de su entrega, e invocaba subsi-
diariamente la prescripción liberatoria, que, tanto en la legislación vene-
zolana como en la norteamericana de aquella época, fijaban un plazo 
de 20 años. El gobierno norteamericano, por su parte, sostuvo que el 
argumento venezolano de la prescripción liberatoria no podía ser apli-
cado al presente litigio, puesto que la prescripción liberatoria no for-
maba parte del Derecho de Gentes. 
La Comisión en su sentencia, concedió la razón al gobierno vene-
zolano ya que aplicó el principio de la prescripción liberatoria. 
Comentario: en esta sentencia, la Comisión es muy favorable no 
sólo a que la institución de la prescripción liberatoria forma parte del 
Derecho de Gentes, sino también a su aplicación en dicho ámbito 2 3. 
La Comisión considera que un retraso, tal como el que se ha pro-
ducido, de 20 años, en la presentación de una reclamación, ha de ser 
considerado como suficiente a efectos de que dicha reclamación quede 
afectada por la prescripción liberatoria. Sostiene, asimismo, y creemos 
que acertadamente, que en vista de que la prescripción liberatoria no 
está dotada de plazos fijos, la manera de que se pueda poner en aplica-
ción en el Derecho de Gentes es por medio del juego de las presun-
ciones 2 4 , que nacen como consecuencia del retraso imputable al Estado 
reclamante en la presentación de la reclamación. 
Otro acierto que contiene la sentencia es la clara distinción que efec-
túa entre principio y regla de prescripción. Es la prescripción en tanto 
22. Anuario del I.D.I., 1925, vol. 32, pág. 559. 
23. MOORE, J., International Arbitrations. Vol. IV, págs. 4.181-4.199. 
24. Sobre las presunciones en el D. I. Público en materia de prescripción 
liberatoria, vid. mi art. ya citado, págs. 220-223. 
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que principio y no como regla como puede ser incluida en el D. I. Pú-
blico. Así, el comisionado Litle hizo la siguiente puntualización: 
«The opposition (perhaps as strenuous now as at any former pe-
riod) to international prescription among modern writers... 
seems to us to arise in good measure from confusion of terms, 
and to be therefore largely apparent, rather than real. In other 
words, the difference between the two schools, as we conceive, 
partly at least, «lies in the terms». Prescription is confounded 
with limitation... They are always distinct. The former relates 
to substance, is the same in all jurisdictions, and aims at justice 
in avery case, while the latter pertains to process, varies as a 
rule in all jurisdictions, and from time to time often arbitrarily 
in the same one, and admists occasional individual injustice... 
Prescription was recognised when limitation was yet unknown. 
Bracton knew of it at common law before the English statutes 
on the subject. Courts of equity, where limitation acts do not 
apply, have invariably given lapse of time due weight in adju-
dications. They have always refused to enforce stale demands 
without undertaking to fix precise times for imparting the infir-
mity. Each case is left, under general principles, to beadjudged, 
as to time, according to its own character and circumstances. 
And the doctrine has been applied to the State acting for its 
citizens... It is this prescription which underlies, varies from, 
antedates and, as Phillimore says, forms the model for municipal 
limitation regulations that the writers asserting the existence of 
the doctrine in the international law refer to and treat of .» 2 5 
Hemos de hacer notar, sin embargo, que la sentencia adolece de un 
defecto fundamental, y es el de que en el presente litigio no debería 
de haber entrado en juego la problemática planteada en torno a si exis-
te o no la prescripción liberatoria en el Derecho de Gentes 2 6 , y ello 
por la sencilla razón de que el origen de la reclamación era puramente 
privado, que la naturaleza de la reclamación no varía aun cuando esa 
reclamación haya sido endosada por los órganos del gobierno del par-
ticular lesionado, y que, en definitiva, tal reclamación estaba afectada 
por los términos prescriptivos de la ley interna competente. Situación, 
esta, que debería haber conducido a que no se plantease una recla-
mación internacional, o en todo caso a que dicha reclamación se consi-
derara como inadmisible. 
Esta línea de pensamiento se vio posteriormente reflejada mediante 
la aprobación por el I. D. I. en 1925 de la regla IV: 
2 5 . WILLIAMS case.—MOORE, J. B. , International Arbitrations. Vol. IV, 
págs. 4 . 1 9 0 - 4 . 1 9 4 . 
2 6 . A este respecto véase la Inaplicabilidad de la prescripción liberatoria 
internacional en las obligaciones de origen privado, cuando conforme a la ley 
interna competente han prescrito. En mi art. ya citado, págs. 2 4 1 a 2 4 3 . 
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«La prescripción d'une créance d'origine privée, conformément 
a la loi interne competente, rend irrecivible la reclamation, 
á moins que Ton ne puisse mettre en discussion, d'aprés les 
regles de droit international, le bien fondé de cette prescription 
elle-méme.»27 
Asunto Gentini: 
Supuesto de hecho, el reclamante era un ciudadano italiano, resi-
dente en la ciudad de Trujillo, Venezuela, que en 1871 por orden de 
las autoridades militares venezolanas fue encarcelado y su comercio ce-
rrado. Es en 1903, es decir habían transcurrido 32 años, cuando el 
gobierno italiano presenta una reclamación, motivada por los daños cau-
sados a su nacional, ante el gobierno venezolano. A todo esto, la lega-
ción italiana, sólo dos o tres años antes de la interposición de la recla-
mación, había tenido conocimiento de los hechos acaecidos. 
El asunto fue llevado ante la Comisión Mixta de Reclamaciones italo-
venezolana, creada por los Protocolos de 7 de febrero y 7 de mayo 
de 1903. 
Ante dicha Comisión, Venezuela sostuvo que dicha reclamación se 
encontraba afectada de prescripción, si bien puntualizaba en el sentido 
de que la prescripción liberatoria internacional no puede servirse de la 
armadura técnica con la que está dotada dicha institución en los orde-
namientos jurídicos internos; es decir, que en el ámbito internacional 
no se puede justificar la aplicación de la prescripción liberatoria me-
diante la aplicación de los plazos que fijan los ordenamientos jurídicos 
internos. Italia, por su parte, adujo que la prescripción liberatoria era 
una institución que no formaba parte del D. I. Público, apoyándose para 
sostener tal afirmación en la sentencia que el Tribunal Permanente de 
Arbitraje de La Haya emitió en el asunto de los Fondos Piadosos de 
la Baja California. 
Comentario: el alegato por cuenta del gobierno italiano de que la 
prescripción liberatoria no existía en el D. I. Público, apoyándose para 
sostener dicha afirmación en la sentencia que emitió el Tribunal Per-
manente de Arbitraje de La Haya en el asunto de los Fondos Piadosos, 
es erróneo ya que dicha sentencia ha sido objeto de una defectuosa inter-
pretación. Por tanto la base de la defensa del gobierno italiano carecía 
de un fundamento sólido. En realidad, el Tribunal lo que sostuvo es 
que una reclamación internacional no puede verse afectada de pres-
cripción a través de los plazos prescriptivos internos que fijan las dife-
rentes legislaciones internas. 
Es más, en su sentencia el juez Ralston deja bien clara la existencia 
del principio de la prescripción liberatoria internacional cuando afirma: 
27. En Anuario del I.D.I., 1925, vol. 32, págs. 559-560. 
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«It is doubtless true that municipal statutes of limitation can 
not operate to bar an international claim. But the reason wich 
lies at the foundation of such statutes, that great principle 
of peace, is a obligatory in the administration of justice by an 
international tribunal as the statutes are binding upon munici-
pal courts.» 2 8 
Otro aspecto a resaltar de la sentencia es la clara diferenciación que 
el juez Ralston lleva a cabo entre principio y reglas de prescripción al 
mantener que: 
«...rules of prescription wich were such as would be stablished 
by a government, and the principle of prescription, wich he 
said was well recognized in international law, and could be 
applied as well to a conflict in wich a state was a party as to 
a conflict between private individuáis.»79 
¿Ahora bien, cómo aplicar dicho principio si resulta que no está 
dotado de plazos fijos, tal como sucede en los ordenamientos jurídicos 
internos? A través del juego de las presunciones que nacen como con-
secuencia del retraso injustificado en la presentación de la reclamación, 
siendo imputable tal retraso al Estado reclamante. 
En el presente litigio, el juez Ralston consideró que 32 años sin 
reclamar hacen pensar que el demandante ha olvidado sus pretendidos 
derechos y consecuentemente surge la creencia de su no existencia. En 
una palabra, el juez Ralston ha creído discernir en el transcurso del 
tiempo sin presentar la reclamación la presencia de la presunción de 
la no existencia de la obligación: 
«The umpire, while disallowing the claim, expresses no opinion 
as to the number of years constituting sufficcient prescription 
to defeat claims against governments in an international court. 
Each must be deided according to its especial conditions. It is 
sufficient to say that in the present case the claimant has so 
long neglected bis supposed rights as to justify a belief in their 
nonexistence.»30 
A nuestro entender, señalaríamos como aspectos más relevantes a 
destacar de la sentencia que nos ocupa los siguientes: 
— Que si bien no existen reglas sobre la prescripción liberatoria, el 
principio de la institución es reconocido por el D. I., y puede ser 
aplicado tanto a los litigios en los que las partes sean Estados como 
personas particulares. 
28. GENTINI case: En R . I . A . , vol. X , pág. 350. 
29. RALSTON, J., The law and procedure of International Tribunals. California, 
1926, pág. 375. 
30. GENTINI case: En R.I.A., vol. X , pág. 561. 
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— Establece las diferencias a tener en cuenta entre el principio de la 
prescripción liberatoria y las reglas de esta institución. 
— Que las reglas pertenecientes a los ordenamientos internos sobre la 
prescripción literaria no pueden servir de base para rechazar las 
reclamaciones internacionales. La no conveniencia de fijar plazos 
internacionales, por lo que la decisión respecto del número de años 
que se requieren para que pueda ser aplicada la prescripción libe-
ratoria depende de las circunstancias que envuelvan a cada supuesto 
litigioso en concreto. 
Asunto Giacopini: 
Supuesto de hecho: los ciudadanos italianos Domenico y Giuseppe 
Giacopini eran propietarios de unos locales comerciales en los que se 
dedicaban a sus actividades propias en la ciudad de Valera, Venezuela. 
En noviembre de 1871, dichos locales fueron prácticamente arrasados 
por tropas miütares y ambos ciudadanos encarcelados. 
Al año siguiente de acaecidos los hechos, la delegación italiana tuvo 
conocimiento de los mismos e interpuso ante las autoridades judiciales 
venezolanas la correspondiente reclamación por los daños y perjuicios 
sufridos en las personas y bienes de sus nacionales. La reclamación pre-
sentada no fue tramitada por las autoridades venezolanas. 
Transcurren los años, años que se vieron presididos por constantes 
luchas internas en Venezuela, y 32 después de sucedidos los hechos, 
Italia renueva la reclamación, interponiéndola ante la Comisión Mixta 
de reclamaciones italo-venezolana de 1903, creada por los Protocolos 
de 7 de febrero y 7 de mayo de 1903. Ante la Comisión, Venezuela 
sostiene su defensa basada en la prescripción liberatoria, medio que fue 
rechazado. 
Comentario: consideramos acertada la sentencia emitida por el juez 
Ralston en el presente caso, puesto que cuando las razones que justi-
fican la existencia del principio de la prescripción liberatoria fallan, 
lógicamente no se aplicará la prescripción liberatoria y estas razones o 
requisitos no concurrirán en el presente caso, puesto que si bien 
transcurrió un período de tiempo considerable, las autoridades venezo-
lanas en todo momento tuvieron conocimiento de los hechos, hechos 
que fueron recogidos documentalmente; no hubo, pues, desaparición de 
las pruebas, de tal manera que el gobierno demandado no se colocó 
en situación desventajosa, razones éstas que no justifican que estemos 
en presencia de un supuesto al que se le pueda aplicar el principio de 
la prescripción liberatoria, pues como bien sostiene Ralston: 
«Examination of the expedient in the present case shows that 
tribunal before which the proofs were made, directed notice to 
the fiscal of the nation before their taking; that he aws present 
and vigorously cross-examined the witnesses that he asked and 
was accorded by the judge a copy of the evidence. The Govern-
ment knowing in this manner of the existence of the claim had 
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ample opportunity to prepare its defense. In the present case, 
full notice having been given to the defendan, no danger of 
injustice exits, and the rule of prescription fails.» 3 1 
En la sentencia presente, al igual que en los asuntos Gentini y Ste-
venson, la Comisión sostiene que el fundamento de la prescripción 
liberatoria se encuentra en la equidad, 
«The principle of prescription finds its foundation in the highest 
equity.» 3 2 
Esta afirmación puede ser considerada como correcta, si tenemos 
en cuenta el artículo II del Protocolo de 7 de mayo de 1903, en el 
que se establece la cláusula de equidad absoluta: 
«The decisions of the Commission schall be based upon absolute 
equity, without regard to objections of a tecnical nature or of 
the provisions of local legislation.»33 
En la actualidad, no se podría sustentar tal fundamentación34 pues-
to que en realidad se trata de un principio general del derecho reco-
nocido por las naciones civilizadas, que ya en 1925 fue recogido por 
el I .D . I. en una de sus reglas: 
«Des considerations pratiques d'ordre, de stabilité et de paix, 
depuis longtemps retenues par la jurisprudence arbitral, doivent 
faire ranger la prescription libératoire des obligations entre Etats 
parmi les principes généraux de droit reconnus par les nations 
civilisées, dont les tribunaux internationaux sont appelés á faire 
aplication.» 3 5 
Asunto Stevenson: 
Este litigio tuvo su origen en la pérdida de las propiedades que el 
subdito británico poseía debido a la intervención de las tropas venezo-
lanas. Inmediatamente de acaecidos los hechos, interpuso una reclama-
ción ante la Comisión mixta de reclamaciones británica-venezonala de 
1869, sita en Caracas. El gobierno venezolano respondió a dicha recla-
mación que debido a la guerra civil por la que estaba atravesando no 
podía hacer frente bien al arreglo bien al pago de las reclamaciones 
extranjeras de las que era objeto. En vista de ello, el gobierno británico 
no insistió, esperando a que se estabilizara la situación política venezo-
lana, para interponer de nuevo la reclamación, como así sucedió, puesto 
3 1 . GIACOPINI case: En RÍA., vol. X , pág. 5 9 5 . 
3 2 . GIACOPINI case: En R.I.A., vol. X , pág. 5 9 5 . 
3 3 . En R.I.A., vol. X , pág. 4 8 2 . 
3 4 . Sobre el fundamento de la prescripción liberatoria en la equidad, vid. mi 
art. ya citado, págs. 2 3 0 - 2 3 3 . 
3 5 . En Anuario del I . D . I . , 1 9 2 5 , vol. 3 2 , pág. 5 5 9 . 
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que el gobierno británico renovó la reclamación ante la Comisión mixta 
británica-venezolana de reclamaciones, creada por los Protocolos de 13 
de febrero y 7 de mayo de 1903. 
Ante dicha Comisión el gobierno venezolano sostuvo que dicha re-
clamación estaba afectada de prescripción liberatoria. El juez Plumley, 
en su sentencia mantuvo la tesis de que una reclamación internacional 
no puede ser extinguida por prescripción, si resulta que no ha habido 
por cuenta ni del particular perjudicado ni por cuenta de su gobierno 
retraso en la presentación de la reclamación. 
Comentario: no se trataba como claramente se ve de un supuesto 
de retraso en la interposición de la reclamación, sino de un caso de 
renovación de reclamación, no siendo imputable tal estado de cosas 
al Estado reclamante. 
Consideramos acertada la sentencia que emitió el juez Plumley, en 
el sentido de que en el presente litigio no era aplicable la prescripción 
liberatoria, puesto que por documentos que se guardaban se podía de-
mostrar que el retraso en la renovación de la reclamación, si es que 
lo hubo, no era debido al gobierno británico. En definitiva, no se 
daban las condiciones que se requieren para que pueda jugar la prescrip-
ción liberatoria3 6 y en consecuencia no ha lugar a la aplicación de dicha 
institución cuando cesan las razones de su aplicación. 
La conclusión fundamental, pues, que se puede extraer de este 
asunto es que la prescripción liberatoria no debe ser aplicada en un 
supuesto de renovación de la reclamación, si el retraso es debido al 
Estado objeto de la reclamación, tal como puso de relieve el juez 
Plumley: 
«The delay has been either in the inability or the unwill-
ingness of Venezuela to respond to this claim. The occassion 
of this unwillingness and the reasons why it was placed on 
the list of un recognized claims are properly matters for proof 
and consideration before this Commission, but is would be 
evident injustice to refuse the claimant a hearing when delay 
was apparently occasioned by the respondent Government.» 3 7 
Con posterioridad, esta línea de actuación se vio confirmada por la 
aprobación en 1925 por el I.D.I. de la regla I I I , que dice como sigue: 
«Parmi les elements propes á éclairir la decision du juge inter-
national, il convient de reteñir: La circonstance que le retard de 
la reclamation s'applique á sa production ou simplement á son 
renouvellement, la prescription ne devant plus étre admise dans 
le deuxiéme hypothése, s'il est établi en fait que l'inaction subsé-
quente de l'Etat réclamant est imputable á la partien adverse ou 
á un cas de forme majeure.»3 8 
36. Sobre los requisitos que se exigen para que se aplique la prescripción libe-
ratoria, vid. mi art. ya citado, págs. 215-224. 
37. En R.I.A., vol. IX, pág. 387. 
38. En Anuario del I.D.I., 1925, vol. 32, pág. 559. 
